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I. Problemática

1.- Una de las políticas de mayor importancia para las naciones y los Estados es el de la seguridad energética. En México, la satisfacción de las necesidades productivas, de comunicación, transporte, iluminación, aire acondicionado, bombeo de agua, etc., exige el concurso de diversas formas de energía que representan  un consumo diario equivalente a poco más de dos millones de barriles de petróleo. Si a este consumo se suma el de los usos no energéticos -petroquímica y otros sectores- y el del propio sector energético, el total nacional equivale a poco más de tres millones de barriles de petróleo al día, apenas un poco más del uno por ciento de la energía primaria que consume un mundo que cotidianamente requiere el equivalente a 190 millones de barriles de petróleo.

2.- La definición de una política que garantice la seguridad energética exige considerar varios hechos: Tres regiones del mundo concentran el 85 por ciento del consumo mundial de energía: Canadá y Estados Unidos, la Unión Europea, y la zona Asia-Pacífico. Canadá y Estados Unidos, con 32 y 285 millones de habitantes y un producto dos y dieciocho veces superior al de México, disponen de siete veces más de energía por habitante, y casi nueve más de electricidad. Por unidad de producto, estas regiones consumen menos que México. El 10 por ciento de la energía consumida en México corresponde a fuentes renovables: agua, viento, sol; el 90 por ciento proviene de fuentes fósiles, cada vez más escasas en relación a los requerimientos y las aspiraciones de bienestar de la sociedad; estas fuentes son altamente contaminantes, pues su combustión emite a la atmósfera bióxido de carbono, óxidos de azufre  y de nitrógeno, compuestos que colaboran a profundizar el efecto invernadero y la lluvia ácida, aunque nunca en la medida que lo hacen los grandes consumidores de energía. Sin pretender acceder a esos estándares, fuertemente dispendiosos, en México debemos de aspirar a que la población acceda a niveles superiores de bienestar y la industria tenga garantizado un flujo de energía que le de competitividad como objetivos esenciales de una política de seguridad energética.
3.- Por voluntad expresa de la sociedad mexicana, la atención a las necesidades de energía se funda en tres decisiones constitucionales fundamentales: 
1. los recursos energéticos – como parte de los recursos naturales – pertenecen originariamente a la Nación. Así, constitucionalmente, los recursos del subsuelo, las cuencas hidráulicas, las fuentes geotérmicas, los minerales radioactivos y todo recurso natural que pueda ser utilizado para generar energía;
2. las industrias del petróleo, el gas natural, la petroquímica y la electricidad son consideradas estratégicas y deben ser atendidas de manera exclusiva  por las empresas del Estado para su eficaz manejo; 
3. en consecuencia, los beneficios y rentas –petrolera y eléctrica-, deben ser aprovechados no sólo para el bienestar de los mexicanos, sino para la consolidación de la independencia y soberanía nacionales.
4.- Estas tres decisiones fundantes de la Nación dieron sentido a la creación de las empresas Petróleos Mexicanos (Pemex), Comisión Federal de Electricidad (CFE) y Luz y Fuerza del Centro, así como a la creación de los institutos de investigación en las áreas petrolera, eléctrica y nuclear. Desde su fundación en el  sexenio de Lázaro Cárdenas, las empresas públicas han tenido el objetivo de fortalecer el desarrollo nacional y dar seguridad energética a México, prestar el abasto de combustibles y el servicio público de electricidad de forma eficiente,  suficiente, con calidad y al menor precio posible, en el contexto de obtención de un óptimo nacional.

5.- A lo largo de su historia Pemex, CFE y Luz y Fuerza del Centro han dado muestras de su fortaleza y de su capacidad. Sin embargo, tanto por desviaciones corporativas, partidarias y presidencialistas, como por una permanente presión  -muchas veces externa- para que sus planes y programas se subordinen a otros objetivos, transitan por un periodo reciente de debilitamiento, de pérdida de capacidad financiera y productiva, de pérdida de recursos humanos y de desintegración con el aparato industrial del país y con los centros de educación e investigación con los que, desde su fundación, se vincularon. Se les somete a una presión privatizadora a través de dos mecanismos: 1)  la “externalización” de actividades sustantivas, como es el caso de los llamados  “Contratos de Servicios Múltiples” para la explotación del gas natural en la zona norte del país; 2) la incorporación creciente de entidades privadas a la generación de electricidad, alterando las modalidades de autoabastecimiento y productor externo; para ello, los últimos dos gobiernos han presentado propuestas para  la creación de un mercado eléctrico e implícitamente la venta de la Comisión Federal de Electricidad; después para crear un Mercado de Contratos Bilaterales entre grandes generadores y consumidores privados, que utilizarían la red pública para sus transacciones.

6.- Además se las ha conducido a un esquema de precios que han sido continuamente cuestionado y que desde 1991 se sustenta en el principio del costo de oportunidad, lo que permite que toda la renta petrolera sea apropiada por la Secretaría de Hacienda. Y, en el caso de la industria eléctrica, se ha sostenido un esquema de subsidios que descansa sobre la capacidad financiera de CFE y que, sin duda, debe ser revisado y  sometido a una mayor racionalidad. Todos estos elementos han sido utilizados como coartada para lanzar una campaña de modificación de los principios constitucionales bajo los cuales se han desarrollado ambas empresas y, consecuentemente, las industrias petrolera y eléctrica.

7.- Además, el país se ha ido sometiendo a un proceso de integración energética con Estados Unidos y Canadá, que obliga a pensar en nuevas estrategias y nuevas políticas para enfrentar cambios en nuestra matriz energética, como la creciente presión externa para que se abra el subsuelo mexicano a la exploración por parte de compañías extranjeras; para que se produzca petróleo y gas natural en una lógica ajena al país, incluso con inversión externa; para que se exporten volúmenes crecientes de crudo; para que se permita que compañías también extranjeras exploren y exploten nuestro subsuelo, abran gasoductos y desarrollen redes locales de distribución; para que haya asociación con refinadoras externas para producir más gasolina y más gas licuado; para que se ofrezca apoyo al abasto -así sea limitado- de electricidad a Estados Unidos; para que se abra definitivamente nuestra industria eléctrica y petrolera a la competencia y se impulse un mercado. 

8.- ¿Qué hacer frente a esta terrible realidad que, por lo demás, se ha agudizado con la menor disponibilidad de reservas de hidrocarburos? ¿Qué hacer para modificar, paulatinamente -sin duda- pero de forma irreversible, un patrón de energía sustentado en fuentes no renovables y contaminantes, cuyo componente principal, por cierto, tenemos que vender al exterior con el riesgo -aberrante, por lo demás- de no disponer de algo más de recursos fiscales para algunas necesidades básicas, dado que poco se paga de impuestos y los pocos que se pagan sirven para una dramática deuda. ¿Qué hacer para alterar de raíz nuestro patrón energético extenuante y contaminante? 

9.- Sí, en México ya hay muchos asuntos energéticos delicados que generan gran preocupación social: precio de gas natural y gas licuado, impuestos en combustibles; subsidio eléctrico; insuficiencia de gasolinas. Todos, finalmente, expresan la complejidad de una realidad que exige ser abordada con renovada visión y perspectiva, para que las decisiones de hoy no retrasen el tránsito, irrenunciable e ineludible, hacia un nuevo esquema, un nuevo patrón, pero, sobre todo, una nueva práctica social en este asunto delicado de combustibles y electricidad. Y esto sin pérdida de soberanía. 

10.- Es urgente la apertura de un debate nacional orientado al diseño, la aprobación y el impulso de una política energética nacional, integral  y de largo aliento, que permita la superación de los procesos viciosos en los que ha caído nuestra industria energética, profundice sus aspectos virtuosos y abra un nueva fase que de manera gradual pero irreversible, siente nuevas bases para garantizar esa seguridad energética que permita el incremento del bienestar de personas y familias en México.

11.- La Mesa Ciudadana de Observación de la Energía presenta a la opinión pública esta segunda versión de su propuesta de Política Energética Nacional, que no tiene más finalidad que la de ofrecer una visión de las líneas de desarrollo que pudieran y debieran impulsarse en México para garantizar esa seguridad energética y el bienestar de los mexicanos, rescatando los principios constitucionales y abriéndose a nuevas formas de interrelación no sólo para garantizar una mayor coherencia entre las actividades de las industrias petrolera y eléctrica, sino para impulsar alianzas estratégicas  que las fortalezcan y las consoliden por el bien de México.

II. Objetivos de la política energética nacional

1. Favorecer y alentar el bienestar de las familias mexicanas mejorando el acceso, la calidad y los precios de los bienes y servicios públicos de energía; impulsando el crecimiento económico nacional al garantizar el suministro suficiente, con calidad y a precios competitivos de los energéticos e insumos producidos por las empresas públicas.

2. Mantener  vigente el mandato constitucional de los artículos 27 y 28 de la Constitución, de que la Nación es propietaria de los recursos naturales, sus rentas y beneficios, así como la responsabilidad exclusiva e ineludible de operar las áreas estratégicas del petróleo, gas natural, petroquímica y electricidad.

3. Establecer legalmente que las reservas de hidrocarburos y el margen de reserva del sistema eléctrico nacional deben ser consideradas objetivos estratégicos de seguridad nacional cuyas magnitudes debe establecer legalmente el Congreso.

4. Profundizar la fortaleza de los organismos y las empresas públicas del sector energía y reconstruir su relación entre sí, con la industria y las instituciones científicas y técnicas proveedoras de  insumos, servicios de ingeniería y bienes de capital. 
5. Reformar el funcionamiento institucional de las empresas públicas para dotarlas de la más amplia autonomía,  políticas de Estado,  direcciones profesionales, procesos de administración y rendición de cuentas transparentes, y un sistema de financiamiento autosostenible

6. Estabilizar el aporte del sector energético en materia de ingresos fiscales para la hacienda pública federal, las entidades y los municipios del país.

7. Garantizar el uso sustentable de los recursos naturales no renovables, el uso eficiente y el ahorro de energía e impulsar la transición  energética a tecnologías renovables limpias.

8. Establecer un sistema de planeación integral que conduzca al país hacia una política energética de óptimo nacional. 

9. Preservar los derechos laborales de los trabajadores y fortalecer su contribución profesional a la industria energética nacional.

III. Políticas sectoriales

Hidrocarburos

1. Aumentar la inversión en exploración para reconstruir las reservas de hidrocarburos.  Derivado de una extracción acelerada de petróleo para exportación se han erosionado las reservas hasta diez años de duración; la reposición se sitúa en promedios de 25 % cuando el promedio internacional es de 80 %. El desarrollo de la frontera petrolera del país se ha mantenido estancada desde hace veinticinco años y es indispensable desarrollar exploración e incorporación de nuevas regiones, especialmente en aguas profundas del Golfo de México. Por lo anterior la inversión para exploración debe ser prioritaria.

2. Establecer legalmente la plataforma de extracción de petróleo crudo y gas. La extracción de hidrocarburos alcanzó el pasado mes de diciembre el record de 3.891 millones de barriles diarios equivalentes de petróleo, ubicando a México como uno de los principales países productores del mundo; tal magnitud genera un flujo extraordinario de ingresos que se han hecho indispensables para la hacienda pública, pero agota aceleradamente una riqueza no renovable propiedad de ésta y de las futuras generaciones de mexicanos. La plataforma de extracción de hidrocarburos y las modificaciones que el Estado requiera de ella no debe seguir siendo decisión de coyuntura ni exclusiva del Jefe del Ejecutivo Federal, sino objeto legal del Congreso como asunto estratégico de seguridad nacional.

3. Moderar la extracción de petróleo crudo. Durante los últimos años la extracción se ha acelerado hasta alcanzar 3.4 millones de barriles diarios que se destinan en mayor medida al exterior, beneficiando el equilibrio fiscal de la federación pero afectando la viabilidad de los yacimientos. La extracción más allá del ritmo natural aumenta los costos y hace perder magnitudes considerables de la riqueza de los yacimientos. El ritmo de extracción de petróleo debe moderarse para dar tiempo a la reposición de reservas y a la expansión de la infraestructura local de transformación.

4. Diversificar la exportación de petróleo crudo y contribuir a mantener precios internacionales remuneradores. Las exportaciones de petróleo absorben el 55 % de la extracción nacional y se dirigen casi exclusivamente a los Estados Unidos. Son uno de los soportes principales del gasto público y por su magnitud (1.8 mbd)  influyen al mercado internacional; proveen el abasto del mayor consumidor del mundo y son, explicita o implícitamente, instrumento de la política exterior del país. México, manteniendo su independencia, debe participar junto con otros países exportadores  en la coordinación del mercado internacional teniendo como objetivos principales el sostenimiento de los precios; para ello  la plataforma de exportación debe estar consignada en el Presupuesto de Egresos y en la Ley de Ingresos de la Federación.
5. Ampliar la capacidad de refinación para capturar el mayor valor agregado posible del petróleo y eliminar las importaciones de productos destilados que ascienden a más de 2.5 millones de dólares anuales. La nueva capacidad de refinación debe, además, ser diseñada para vincularse con la generación de electricidad a través de cogeneración.  La riqueza petrolera de México es abundante en crudos pesados con alto contenido de azufre por lo que se debe promover la utilización de combustibles alternativos al gas natural (fondos de alto vacío, extractos demex, coque, etc.) en una estrategia de diversificación de fuentes de energía e incorporación de tecnología eficaces y eficientes, que disminuya la importación de productos y den salida al combustóleo de alto contenido de azufre.
6. Recuperar la producción petroquímica. Las importaciones de productos petroquímicos supera los siete mil millones de dólares. Esta área, hoy deprimida y en proceso de cerrar plantas, debe ser junto con refinación uno de los ejes de la nueva política industrial del país puesto que está vinculada con más de cuarenta ramas de la economía mexicana. Se deben ampliar todas las unidades de PEMEX que puedan cerrar cadenas productivas en el país. PEMEX deberá establecer acuerdos de largo plazo para abasto de insumos y formulas de precios que fomenten la inversión privada en eslabones intermedios y finales de las cadenas industriales. Se debe impulsar la Producción de petroquímicos a partir de naftas e hidrocarburos pesados. El esquema actual, basado exclusivamente en etano dificulta la competitividad y obstaculiza la integración de cadenas importantes como son las del propileno, butadienos, butilenos, amilenos, etc. Las plantas productoras, en razón de la gran variedad de subproductos obtenidos, deben estar ligadas a operaciones de refinación y generación de electricidad. 
Gas Natural

7. Aumentar de manera urgente la producción de gas natural. Las tendencias de este energético en Norteamérica son a reducir su oferta interna. En México la demanda de gas natural se ha disparado hasta hacer que su importación alcance una quinta parte del total, con precios que se han multiplicado afectando la generación de electricidad y a otras industrias que dependen de este energético. Existen estimaciones de que México dispone de reservas suficientes para garantizar su abasto y transformarse en exportador. La rentabilidad de esta actividad debe conducir a reafirmar la exclusividad del estado en su explotación y a reorganizar estructuralmente a PEMEX para establecer una estrategia de financiamiento específico que lleve a desarrollar las potencialidades del país en este nuevo campo. 

8.  Alianzas estratégicas para la producción de gas natural. Hay una amplia frontera de hidrocarburos en aguas profundas del Golfo de México que debe ser explorada y aprovechada, PEMEX se ha rezagado tecnológica y financieramente para enfrentar solo una tarea de tal magnitud en el corto plazo. Por otra parte, corporaciones internacionales ya han avanzado en el desarrollo de la región. Por razones de oportunidad estratégica es necesario que PEMEX se vincule con otras entidades para explorar y aprovechar los hidrocarburos, preferentemente gas natural. Con el objetivo de iniciar la producción en el mediano plazo, es conveniente ampliar la exploración en el sector geográfico comprendido entre los puertos de Veracruz y Tampico, región donde diversos estudios geológicos prevén la presencia de grandes yacimientos de gas no asociado. De igual modo, la existencia de cuencas potencialmente productoras en el Mar de Cortés se deben aprovechar porque se encuentran aledañas a importantes centros de consumo en Baja California Norte y Sonora, a las cuales Pemex no puede abastecer en forma económica a partir de las fuentes de producción explotadas en la actualidad.

9.  Prohibir la quema de gas asociado. El valor económico y ambiental del gas natural obliga a lograr un aprovechamiento integral de las disponibilidades. En ese sentido es impostergable reducir a magnitudes de seguridad industrial el volumen de gas que se queman en las diversas regiones del país, sobre todo en la Sonda de Campeche. Asimismo, es necesario acelerar la terminación y conexión del sistema de compresión del complejo Cantarell, ya que con ello se dejará de quemar aproximadamente 200 millones de pies cúbicos diarios. Por otra parte, el álgido debate en torno a la inyección de nitrógeno en ese importante yacimiento, sugiere una revisión profunda del proyecto. 

10.  Régimen fiscal.- PEMEX no puede disminuir su aporte de ingresos fiscales como tampoco puede esperar a una reforma que aumente otras fuentes de la hacienda pública que le libere recursos. Guardando la magnitud de sus aportes es conveniente que existan gravámenes diferenciados según la productividad de los campos de petróleo y gas como estimulo a una explotación más racional de los yacimientos; es urgente establecer una contabilidad individual de los campos, como también lo es sobre las actividades industriales; PEMEX debe hacer frente a sus compromisos fiscales municipales y estatales dentro de un acuerdo que ubique el monto de su red fiscal en el 60 % de sus ingresos presupuestales. En este sentido será posible compactar la variedad de derechos que paga. En cambio, la empresa debe tener la posibilidad de disponer, con mandato adelantado del Congreso, los recursos excedentes que obtenga durante los periodos de precios altos en el mercado.

11.   Fondo de estabilización.- El mayor problema de la fiscalidad de PEMEX es la aleatoriedad de sus ingresos. Por eso es indispensable contar con un mecanismo de reserva que permita atenuar los cambios y garantice estabilidad en los ingresos que deben ser entregados a la hacienda pública. Desde 1999 el presupuesto federal contiene un mecanismo llamado fondo de estabilización de los ingresos petroleros que opera para compensar a las otras fuentes fiscales y, en particular, los movimientos cambiarios del peso, a través de reglas acordadas unilateralmente por la SHCP y sin intervención del Congreso; su monto se ha mantenido en niveles insignificantes por más que los precios internacionales del petróleo han sido altos. Es necesario que el fondo de estabilización petrolero se establezca por ley para que su funcionamiento sea transparente y controlado por el Congreso. Se nutrirá con los excedentes del precio del petróleo fijado por el Congreso, que se acumularán para compensar caídas en el precio y, después de cierto margen, formará recursos de inversión para PEMEX.

12.  Autonomía financiera de las empresas del Estado.- Las dificultades financieras de las empresas públicas de la energía, y en particular de PEMEX, provienen de la falta de autonomía en su ejercicio presupuestal. Más allá de los recortes del gasto federal, que se radican en CFE y PEMEX hasta en un 50 %, estas entidades son obligadas a mantener un elevado superávit de operación como requerimiento del equilibrio de las finanzas públicas nacionales; son ministradas extemporáneamente por lo que sistemáticamente registran subejercicios presupuestales  y deben abstenerse de recurrir al mercado internacional de dinero  si los grupos privados nacionales están en la misma circunstancia. Por otra parte, sus adquisiciones y contratos están sujetos a la misma ley que norma las actividades burocráticas del gobierno central, o amarrados a esquemas de PIDIREGAS. Por eso, en paralelo a su régimen fiscal, PEMEX debe tener un vínculo presupuestal distinto con el estado que le permita hacer de su rendimiento económico, y de su habilidad como empresa, la fuente principal de su financiamiento; bajo un sistema moderno de fiscalización y transparencia.

13.  Reintegrar la organización corporativa de PEMEX. PEMEX debe regresar a ser una empresa integrada y no sólo coordinadora de filiales, donde su planeación tenga en cuenta el cumplimiento de objetivos sectoriales nacionales y no aisladamente los de cada una de sus partes. Su estrategia productiva debe surgir de los requerimientos de la industria y de los consumidores nacionales. 

14.  Vincular los precios de transferencia a los costos de producción.- Las autoridades hacendarias establecieron el enfoque de precios de oportunidad como política general, para evitar subsidios y lograr un mejor control contable y fiscal de PEMEX, haciendo que la relación entre las distintas filiales de la paraestatal se fincara en precios publicados en el extranjero. El resultado es que la única empresa que registra saldos positivos es PEMEX Exploración Producción y ha llevado a la quiebra de las actividades industriales. PEMEX debe asumir una función más amplia y trascendental que recaudar rentas fiscales para el estado, debe promover y ser el eje del desarrollo industrial del país. Con ese propósito, se debe modificar la política de precios interorganismos con formulas que sin limitarse a los costos de producción y teniendo en cuenta la generación de ingresos suficientes para el pago de impuestos y la expansión de la infraestructura de la parestatal permitan que la industria nacional pueda desarrollarse y el país todo saque provecho de su abundancia energética.
15.  Rediseñar el sistema de precios al consumidor final.- La estructura de precios de los energéticos que produce PEMEX determina en gran medida la suerte del resto de los precios y de la competitividad de la estructura productiva del país, por ello se debe buscar un esquema que favorezca la competitividad de los consumidores nacionales.

Electricidad

16. Mantener y renovar los tres grandes objetivos que dieron origen a la creación de la CFE en 1937:

· que todos los mexicanos, sin distinción de clase, nivel socioeconómico, nivel educativo o cultural y ubicación geográfica, dispongan en su vida diaria del fluido eléctrico, con máxima calidad y mínimo costo; 
· que el aparato productivo dispongan de un abasto en electricidad continuo, estable y a precios competitivos para aumentar su productividad y por ese medio alentar el máximo desarrollo económico; 
· que la Nación controle ese proceso y los recursos utilizados para ello, para que tanto su usufructo como la introducción de nuevas tecnología a lo largo de la cadena eléctrica se traduzcan en beneficios para toda la sociedad y no sólo para unos cuantos.
17. Mejorar la calidad del servicio. Fortalecer la cadena de generación, transmisión, distribución y comercialización, para mejorar la calidad del suministro de energía eléctrica, y ampliar los mecanismos de comunicación y atención a los usuarios del servicio sobre tarifas, facturación y cobranza, fallas de suministro, y mecanismos de apoyo para el ahorro de energía. Impulsar un decidido programa de reducción de los usos ilícitos, que además de deteriorar la calidad del suministro afectan sensiblemente las finanzas de las empresas eléctricas. Abrir áreas de Servicio al Cliente que la complejidad de industria y los nuevos tiempos requieren

18. Determinar las tarifas en función de costos. Estas deben ser equitativas, sustentadas en criterios técnicos y económicos, formuladas por nivel de tensión y tipo de suministro, y sin favorecer o discriminar a sectores específicos de consumidores, tanto por su actividad, como por su nivel económico o por su situación geográfica. Estas deben ser establecidas por el organismo regulador a propuesta del operador eléctrico.
19. Transferir al Congreso la potestad de fijar los Subsidios sin cargo a las empresas eléctricas. Es elemental reafirmar el compromiso social de apoyar a las regiones y los sectores que realmente lo necesitan, con subsidios suficientes, claros y transparentes. En adelante, dicho subsidio debe provenir del fisco y no gravar la economía de las empresas públicas. Los subsidios cruzados entre sectores de consumidores deben desaparecer. El monto y destino de los subsidios deben ser determinados, revisados y evaluados periódicamente por el Congreso.

20. Generación con diversificación de fuentes. Es necesario mejorar el equilibrio en el uso de las  fuentes de energía para generar electricidad, poniendo topes a la penetración del gas natural, utilizando combustóleo y biomasa en lecho fluidizado, desarrollando en forma combinada la energía eólica y la hidroelectricidad, impulsando la energía solar, la microhidráulica y el aprovechamiento de la basura. Establecer cuotas de participación de fuentes renovables de energía para la nueva generación eléctrica, y aplicarse una serie de mecanismos compensatorios para que estas compitan efectivamente con las fuentes tradicionales. El costo de tales mecanismos debe ser distribuido entre los consumidores de acuerdo a criterios de equidad y competitividad. Promover la investigación y el desarrollo de potenciales técnicos y económicos de las fuentes renovables de energía, así como de desarrollo tecnológico. 
21. Impulsar el desarrollo de la cogeneración en PEMEX. Para flexibilizar y mejorar la eficiencia energética nacional y disminuir el costo de la electricidad para el servicio público de energía eléctrica.
22. Impulsar la generación distribuida. Resulta de interés nacional, en el contexto del fortalecimiento del desarrollo regional, alentar los procesos de generación distribuida en sus distintas modalidades: cogeneración, autoabastecimiento, así como de diversas formas descentralizadas de producción de energía eléctrica. Lo anterior permitirá una mejor y más armoniosa utilización de los recursos energéticos y financieros, públicos y privados. Se debe mantener el acceso a la red eléctrica nacional de estos productores, tanto para la transmisión de la energía a sus propios centros de consumo, como para la venta de sus excedentes que puedan ser aprovechados para el servicio público. Sin embargo, estas actividades no deben fomentarse mediante subsidios al servicio de porteo ni respaldo, ni permitirse la venta de energía eléctrica entre particulares mediante sociedades de autoconsumo simuladas.
23. Inversión y financiamiento sin endeudamiento desmedido. La industria eléctrica estatal es capaz de financiarse de manera solvente y sin que ello signifique costos adicionales para los usuarios. Las tarifas deben ser la fuente principal de financiamiento de la expansión; el endeudamiento sólo debe ser una fuente complementaria. En este último caso, es imprescindible buscar novedosos mecanismos de financiamiento en el mercado nacional y en el extranjero, y abandonar los que resulten muy gravosos. Para incrementar los recursos propios de las empresas eléctricas se requiere, simultáneamente, abatir los costos de producción mediante aumentos de productividad y la reducción de las pérdidas en los procesos de distribución y comercialización.
24. Límite a la participación de particulares. Los productores externos de energía eléctrica no deben seguirse desarrollando indefinidamente. Se debe establecer un límite a su participación para que las empresas eléctricas del Estado no pierdan el control operativo del sistema eléctrico, y los organismos rectores y reguladores mantengan las decisiones estratégicas.  
25. Exportación de Energía. La Secretaría de Energía ha otorgado cinco permisos de exportación de electricidad en la frontera mexicana para instalar plantas con una capacidad nominal de 2,300 Megawatts, que permitirán venderle anualmente a la Unión Americana aproximadamente 17 Terawatt horas, con lo que se podrían tener ganancias mínimas de 260 millones de dólares al año. Estas plantas importarán el combustible de la Unión Americana y solamente utilizarán el suelo mexicano para producir la electricidad y la contaminación correspondiente. La pregunta obligada es ¿por qué no se planeó que ese negocio lo hiciera la propia CFE para incrementar los ingresos que con mucha urgencia requiere el Gobierno Federal? Si al menos se hubiese previsto el suministro de gas por parte de PEMEX, esta paraestatal habría tenido la posibilidad de ganar 320 millones de dólares al año, solamente con este proyecto de exportación. ¿Será justo que estos negocios tan rentables, con ganancias de580 millones de dólares al año, se transfieran a los inversionistas extranjeros, sin ningún beneficio para los mexicanos? 

26. Nuevo régimen fiscal. Reformular la relación entre las empresas eléctricas y la hacienda federal, para que aquellas paguen impuestos de manera clara y transparente, y sin que recaigan sobre sus finanzas los subsidios a los consumidores.   

27. Alianzas estratégicas. Se deben buscar alianzas estratégicas con otras empresas eléctricas de carácter público, que permitan intercambios tecnológicos, de experiencias de planeación, organizacional, administrativa y gestión de recursos financieros.
28. Otorgar autonomía a los organismos públicos.- El eje central de la propuesta es conceder a CFE y LFC autonomía administrativa, financiera y estratégica, pero con responsabilidad y compromisos claros y precisos hacia la Nación, los cuales serán plasmados en una serie de contratos con el Poder Ejecutivo y ratificados por el Legislativo. En dichos contratos el Estado se comprometerá a que el marco legal y regulatorio permita a las empresa públicas ya autónomas cumplir en las mejores condiciones con las misiones que se les encomienden, en particular, la mejora sistemática de la relación entre calidad del servicio y costos de la electricidad.
29. Modernizar a Luz y Fuerza del Centro. Urge corregir la relación comercial entre CFE y LFC, la modernización de todos los procesos de esta empresa. La automatización del proceso comercial redundará en la disminución de los errores de medición y facturación, en la entrega oportuna de los avisos recibo a los usuarios, en una mejoría de la atención en las sucursales, y posibilitará que se den nuevas facilidades para la contratación y el pago del servicio, así como la instalación de centros de atención telefónica. La reorganización del proceso de distribución permitirá reducir la frecuencia y duración de las fallas del suministro, así como abatir costos. La reducción de las pérdidas de energía requiere de innovar la configuración de las redes de distribución y eliminar los usos ilícitos, que en muchos casos cuentan con la complicidad de la propia empresa.

30. Reforzar la vinculación de los institutos de investigación con las empresas del sector energético. IIE, ININ e IMP cuentan con un acervo técnico científico que debe ser empleado a su máxima capacidad para respaldar la mejora continua de las empresas del sector energético, vinculando sus programas de investigación y desarrollo tecnológico de manera más efectiva con la modernización de los procesos de las empresas. Estos institutos pueden jugar un papel primordial en el desarrollo la industria nacional proveedora de bienes y servicios para PEMEX, CFE y LFC, que dependen en forma creciente de proveedores extranjeros.

31. Impulsar el uso racional de la energía. La posibilidad de conocer el potencial del uso eficiente de la energía requiere de un modelo detallado del consumo de energía por usos finales, así como de los escenarios de crecimiento. Este análisis permitirá definir con mayor claridad los sectores en donde es factible invertir en uso eficiente de la energía y con ello, determinar metas de ahorro en el mediano y largo plazo, que se transmitan en políticas claras. Asimismo, este proceso debe incluir los beneficios ambientales locales y globales que se alcanzarían con las metas propuestas de eficiencia energética. La definición de metas de ahorro de energía también permite definir objetivos de largo plazo y actividades anuales claras, que permitan ayudar al proceso de alcanzar los objetivos planteados. Asimismo, permite orientar con claridad a los diversos actores en el proceso para el uso eficiente de la energía: usuarios, empresas consultoras, compañías energéticas, empresas productoras de equipo eficiente. Es fundamental profundizar la línea de normalización de equipos. Además de ampliar las normas existentes, se deben eliminar las barreras que actualmente limitan su cabal cumplimiento. 
32. Reducción de la demanda.- Proponemos la reorganización del programa de inversiones de CFE y LFC, incluyendo el financiamiento masivo de aparatos eléctricos, principalmente domésticos, de alta eficiencia, mismos que permitirían retirar demanda instalada, ello en proporciones notables en el programa de crecimiento del sector. Como un ejemplo de esto, se tiene que el FIDE ha logrado introducir 7.2 millones de lámparas fluorescentes de alta eficiencia, en 1.32 millones de hogares, se debería adoptar el objetivo de llegar a la totalidad de los consumidores domésticos, que suman 24 millones. Esto a su vez podría ser una oportunidad para el desarrollo de la industria nacional, si se lograra que tales equipos fuesen fabricados en el país.
33. Profundizar y ampliar los programas de administración de la demanda. Los proyectos de administración de la demanda desarrollados por la Comisión Federal de Electricidad y el FIDE, como son la substitución de lámparas, los programas de incentivos y las tarifas horarias se deben seguir desarrollando y ampliando. La política ambiental mexicana ha sido demasiado permisiva, por esta razón, las termoeléctricas que usan carbón o combustóleo en este país, carecen del equipo de purificación de gases de combustión que por norma se usan en el resto del mundo. Proponemos que esta situación sea revisada y que las obras de construcción de sistemas de tratamiento de gases, sean construidos por firmas nacionales de ingeniería, construcción y suministro.
34. Establecer una política ambiental para el sector energético. Hacer efectivos los programas preventivos y correctivos de la contaminación que generan las instalaciones, así como continuar con la mejora de los productos para lograr el mínimo impacto al aire, suelo y agua. 
35. Reducir emisiones en termoelécticas. Promover la instalación de tecnología de reducción de emisiones de óxido de nitrógeno y azufre en termoeléctricas. En el caso del azufre, es indispensable encontrar opciones tecnológicas para el uso del combustóleo y otros derivados como el coque de petróleo. En particular debe revisarse la promoción de tecnologías como el lecho fluidizado, que permite el uso de combustibles de alto contenido de azufre reduciendo las emisiones de óxidos de azufre y de nitrógeno. Asimismo, la gasificación es otra tecnología que permite el uso de biomasa para la generación de electricidad.

36.  Reducir los impactos de las plantas hidroeléctricas. El manejo de agua de las actuales plantas hidroeléctricas debe tener un mayor control, ligado a las predicciones climáticas. La gran inundación de Tabasco de 2001 muestra la necesidad imperiosa de esto. Por otro lado, los nuevos proyectos hidroeléctricos deben desarrollarse con diseños imaginativos que permitan reducir al mínimo sus impactos ambiental, económico y social. Consideramos necesario convocar a un gran foro donde tengan cabida tanto la comunidad académica, como los ambientalistas, pero también los constructores y los pueblos de las cuencas con potencial hidrológico; en él, deberemos analizar la rica experiencia nacional en la construcción y operación de hidroeléctricas y otros embalses para usos agrícolas, con el objetivo de revisar este capítulo de la historia nacional reciente.

37. Hacer más eficiente y limpio el uso de la energía en el transporte. El uso de energía en el sector transporte es el principal causante de las emisiones a la atmósfera de las grandes ciudades del país. Debe mejorarse la calidad de los combustibles y la normatividad del transporte particular. 

38. Definir una estrategia para atenuar el cambio climático global. Cada vez se presenta con mayor importancia el debate sobre la posibilidad de que México establezca compromisos de disminución de emisiones de gases de efecto invernadero. Asimismo los nuevos mecanismos internacionales de desarrollo limpio y bonos de carbón están adquiriendo mayor trascendencia. Es fundamental que el país, con una participación importante de la investigación académica, reconozca la importancia de tomar decisiones sobre estos problemas y los enfrente de la mejor manera, conciliando los intereses de desarrollo nacional con los de mitigación y compromisos internacionales. En este tema, es además fundamental integrar los esfuerzos de la parte forestal con la energética. 
39. Mejorar la eficacia de la regulación y fortalecer las instituciones reguladoras. Es indispensable revisar la regulación y su cumplimiento por los permisionarios de la distribución de gas natural para uso doméstico. Frente a los retos que plantea una mayor participación de actores en la industria eléctrica, es vital garantizar la fortaleza de los organismos de gobierno y supervisión, así como la solvencia técnica y administrativa de las entidades reguladoras, las cuales deben responder tanto al Poder Ejecutivo como al Legislativo. Sin embargo, hay que tener en cuenta que sólo se tendrán instancias reguladoras y rectoras fuertes y maduras a medida que se fortalezca y madure la vida democrática en nuestro país. Es indispensable avanzar en la regulación de la conducta que deben observar los múltiples actores de una industria eléctrica nacional, en la que además de CFE y LFC hay productores independientes, autoabastecedores y cogeneradores. 

40. Planeación integral de recursos, oferta y demanda. Una industria energética moderna exige una sociedad y consumidores con amplia información para comprender la operación de esa industria, así como sus problemas y retos técnicos y financieros. Esa capacidad permitirá a la sociedad construir formas y mecanismos de regulación y evaluación de la operación, así como diseñar instrumentos para perfeccionar su proceso de programación. Se debe realizar una planeación de largo plazo integrando todos los componentes de la canasta: recursos naturales, oferta energética en todas sus formas y acciones para racionalizar su consumo. En muchos casos resulta mejor invertir en la reducción de la demanda que en la expansión de la oferta.
IV. Reformas

41. Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.- Para que los precios y tarifas de los bienes y servicios energéticos dejen de fijarse atendiendo principalmente a criterios macroeconómicos, proponemos transferir esta facultad a la Comisión Reguladora de Energía (CRE). 

42. Ley Federal de Entidades Paraestatales.- Esta Ley se mantendría como subsidiaria en el caso de la CRE y se excluye de su regulación a las entidades operadoras del sector energético.
43. Ley de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, y Ley de Obras y servicios relacionados con las mismas. Se propone la observancia supletoria de estas leyes, en tanto se emitan por el Congreso de la Unión, leyes en la materia con una regulación especial para las empresas del sector.

44. Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en Materia de Energía Eléctrica. Confirma la exclusividad de la Nación en la prestación del servicio público de energía eléctrica; reglamenta el otorgamiento de subsidios por el gobierno federal y se establecen medidas para garantizar su transparencia. 
45. Ley Orgánica de la Comisión Federal de Electricidad. Dota a los organismos operadores de descentralización con autonomía  orgánica, mediante el nombramiento de órganos de gobierno y dirección con participación del Congreso Federal; autonomía presupuestal para elaborar su propio presupuesto y ejercerlo con mayor eficiencia, sin menoscabo de su vigilancia y responsabilidad y la capacidad de autoorganización en su estructura operativa.

46. Ley de la Comisión Nacional de Energía. Se crea un organismo técnico desconcentrado al que se encarga la planeación y programación del sector. Particularmente la integración del programa sectorial, que aprobaría el Legislativo. Tiene estructura de organismo intersecretarial, dada su conformación orgánica por dos instancias: el Consejo de Planeación, órgano decisorio, compuesto por los titulares de las Secretarias de Estado pertinentes para esta materia, así como por los directores de las empresas operadoras; y el Consejo Consultivo y de Representación Ciudadana, formado por representantes ciudadanos, empresariales, legisladores y trabajadores del sector. 
47. Ley Orgánica de la Comisión Reguladora de Energía. Se modifican las atribuciones de la CRE para regular actividades de producción y comercialización de energéticos y la prestación de servicios públicos por el Estado o por particulares, según el caso. faculta a la CRE para fijar tarifas por venta y porteo.
48. Ley reglamentaria del artículo 27 constitucional en materia de hidrocarburos. Conserva como únicos operadores de la industria petrolera nacional a PEMEX y sus organismos subsidiarios, y confirma esta actividad como exclusiva para la Nación; faculta a PEMEX para cogenerar electricidad para autoconsumo o para su venta a CFE; delimita las facultades de contratación de PEMEX; reglamenta expresamente las actividades de la industria pública y las concesionables en materia de gas.

49. Ley orgánica de petróleos mexicanos y organismos subsidiarios.. Confiere a la paraestatal autonomía orgánica, mediante la participación del Legislativo en nombramiento de los funcionarios directivos y presupuestal, eliminando la intervención del Ejecutivo y disponiendo la aprobación directa del Legislativo. Se establece un régimen especial de adquisiciones y contratación de obras públicas.

50. Ley del fondo para la estabilidad de los ingresos petroleros. Se establece el Fondo como mecanismo para amortiguar la caída de los precios del petróleo, en cuanto al nivel de los ingresos públicos, constituyendo una salvaguarda de los ingresos fiscales de la Federación, a al vez que un mecanismo para dotar de recursos de inversión a PEMEX. El Fondo se capitaliza a partir de ingresos excedentes.
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